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Pereira, doce de mayo de dos mil diecisiete
Acta N° 0           de 12 de mayo de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el señor DAIRO ENRIQUE CORREA LONDOÑO contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 24 de marzo de 2017, dentro de la acción de tutela que inició en contra de CARNES SANTA CRUZ S.A.S y la ARL POSITIVA CÍA DE SEGUROS S.A.
ANTECEDENTES

Informa el señor Correa Londoño, que prestando sus servicios para Carnes & Carnes Santa Cruz el día 7 de junio de 2016, sufrió un accidente de trabajo al cargar un cerdo de aproximadamente 100Kg y deslizarse por las escaleras, lo cual generó una “ruptura parcial de supra espinoso más del 70%”; que luego del tratamiento médico que incluyó una intervención quirúrgica, se reintegró a sus actividades laborales ordinarias, toda vez que empleador no acogió las recomendaciones realizadas por la ARL Positiva Cía de Seguros; que el día 16 de noviembre de 2016, recibió de parte de un compañero un golpe en su hombro derecho, suceso que a pesar de haber sido reportado a la ARL, no representó atención alguna de su parte, por lo que tuvo que solicitar los servicios a la EPS Salud Total, entidad que a través de su personal médico lo incapacitó por dos (2) días.
Informa que una vez vencida dicha incapacidad se presentó a trabajar pero, el día 10 de enero de 2017 el administrador de Carnes & Carnes Santacruz, le anunció la terminación del contrato de trabajo, debido a que su condición médica le impedía prestar el servicio requerido y no contaban con la posibilidad de reubicarlo; que en virtud a esa decisión, el día 13 de enero de 2017, presentó escrito ante la ARL Positiva Cía de Seguros, para que se le brindara atención por medicina laboral e iniciara el proceso de calificación, dado que no se encuentra pendiente proceso de rehabilitación, sin que a la fecha haya efectuado pronunciamiento alguno.

Refiere que presentó solicitud ante su empleador para que le fueran reconocidas las acreencias laborales que había dejado de percibir con ocasión del accidente de trabajo sufrido cuando prestaba sus servicios para ese establecimiento, dado que la limitación que le dejó el mismo le ha impedido incorporarse laboralmente, pero éste atendió de manera desfavorable su solicitud.
Sostiene que tanto su limitación física, como las restricciones médicas dispuestas por el médico laboral se encuentran soportadas en su historia clínica, al paso que informa que es padre cabeza de familia y se encuentra a cargo del sustento económico de su grupo familiar.
Es por lo anterior que impetra la presente acción, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la salud, a la estabilidad laboral reforzada, a la dignidad humana, a la igualdad y al mínimo vital y móvil y como consecuencia de ello se ordene Carnes & Carnes Santa Cruz reintegrarlo al cargo que venía ocupando o a uno que se encuentre en capacidad de desempeñar.  Aspira también, al pago de los salarios dejados de percibir y la afiliación efectiva al Sistema integral de Seguridad Social.
Respecto a la ARL Positiva Cía de Seguros, pretende que ésta inicie el proceso de calificación de las deficiencias y secuelas originadas en los sucesos laborales, oportunamente reportados y disponga las recomendaciones médicas necesaria para que se haga efectivo su reintegro, o establezca la reubicación laboral si es el caso.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el que luego de admitirla, corrió traslado a las accionadas por dos (2) días.
Carnes & Carnes Santa Cruz SAS, se vinculó a la litis aceptando los hechos relacionados con la vinculación laboral del actor a esa sociedad, los servicios prestados, la ocurrencia de los accidentes de trabajo, las peticiones elevadas por éste ante la ARL accionada, la Superintendencia de Salud y esa sociedad. Los demás hechos los negó, alegando que no se ha sustraído de la obligación de reubicar al actor en un cargo que pudiese desempeñar, pues lo que realmente sucedió fue que no se presentó a trabajar después de su última incapacidad, demostrando una actitud rebelde.

Precisa que el contrato que unió a esa sociedad con el reclamante no se ha terminado y se encuentra vigente, al punto que continúa realizando aportes al sistema de seguridad social, insistiendo en el hecho de que fue Correa Londoño quien de manera irregular, pues no contaba con incapacidad laboral vigente que permitiera establecer sus condiciones actuales de salud,  informó que no se sentía en condiciones de prestar el servicio, a pesar de que en las funciones que venía desarrollando no tenía que manipular peso alguno pues se desempeñaba en ventas – atención de mostrador.
La ARL Positiva a su turno, precisó  tener conocimiento de los eventos laborales reportados por el actor, uno el 7 de junio de 2016, el cual fue calificado por su equipo interdisciplinario con una pérdida de capacidad laboral del 0.00%, bajo el diagnóstico de “LESIÓN TENDONES SUPRAESPINOSO E INFRAESPINOSO HOMBRO DERECHO” y un segundo evento, reportado el 8 de noviembre de 2016, valorado también por esa entidad como de origen laboral, pero no se encontró, dolor ni limitación funcional relacionada con el siniestro, como tampoco secuelas derivadas del accidente de trabajo, ni evidenció enfermedad degenerativa ni progresiva.
Afirma que como puede observarse ya cumplió con el pedimento del actor, por lo que no puede proceder a realizar un nuevo dictamen, ni continuar atendiendo sus requerimientos en salud, pues estima que es la EPS la encargada de realizar las recomendaciones médicas y brindar las prestaciones asistenciales y económicas que llegue a requerir.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado, determinó que a pesar de que el actor no se encontraba incapacitado para el momento de los hechos y la pérdida de capacidad laboral fue dictaminada por la ARL de 0.00%, su salud se encuentra afectada, por lo que estimó que se trataba de un sujeto de especial protección y en ese entendido consideró que era procedente analizar la solicitud de reintegro que por la vía constitucional impetró.

No obstante, luego de lo anterior, la a quo al realizar el análisis del caso en concreto así como las pruebas aportadas al proceso, determinó que el señor Correa Londoño, quien no estuvo de acuerdo con la reubicación planteada por el empleador, se ha mostrado renuente a laborar, toda vez que quedó evidenciado en el proceso, tal como lo indicó Carnes & Carnes Santacruz S.A. que el vínculo laboral continúa vigente y así lo demuestra el hecho de que siguió efectuado las cotizaciones al sistema general de seguridad social, por lo que no accedió al reintegro pretendido.

Respecto a la ARL Protección S.A. ordenó que diera respuesta a la solicitud elevada por el demandante consistente en realizar una segunda valoración de su pérdida de capacidad laboral, dado que al momento de presentación de la acción, había trascurrido el término legal sin atenderla.

Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó cuestionando el análisis que de las pruebas aportadas al plenario realizó la juez de primer grado, pues precisó que lo consignado en el acta de fecha 24 de enero de 2017, estaba relacionado con la situación médica del actor, más no tenía la virtualidad de controvertir la medidas de reubicación dispuestas por el empleador, las que de paso califica de ineficaces, ya que no lograron evitar el riesgo al que estaba expuesto, pues después del primer evento, fue en cumplimiento de esas funciones que sufrió el segundo accidente de trabajo.
Sostiene también que desde ningún punto de vista resulta lógico que haya impetrado una acción constitucional para buscar el reintegro laboral, cuando el contrato continuaba vigente, siendo lo cierto que no se le permitió retornar a su sitio de labores, por lo que considera que ante la duda que tal situación generó al despacho, lo que correspondía era que la misma se resolviera a  favor del trabajador, tal como lo ha considerado la jurisprudencia constitucional.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Es procedente la acción de tutela, para ordenar un reintegro laboral?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA SOLICITAR EL REINTEGRO O  RECLAMAR PRESTACIONES SOCIALES Y DERECHOS DERIVADOS DE UNA RELACIÓN LABORAL.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
 se tiene establecido que la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales ni para solicitar el reintegro laboral, pues al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción laboral o en la contencioso administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide o se busque amparar constitucionalmente a sujetos de especial protección y en condiciones de debilidad manifiesta.
En ese sentido, la Alta Magistratura sostuvo en sentencia 041-14 lo siguiente:

De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando (i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

Pese a ello, excepcionalmente, este Tribunal ha entendido que es procedente cuando se trata personas que se encuentran en “circunstancias de debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral reforzada”.
2. CASO CONCRETO

El señor Dairo Enrique Correa Londoño solicita la protección de sus derechos fundamentales en virtud al desconocimiento de la estabilidad laboral reforzada por parte de la sociedad Carnes & Carnes Santacruz S.A., toda vez que fue despedido sin consideración a su estado de salud, comprometido a raíz de dos eventos laborales que le han impedido realizar las actividades desempeñadas antes de su ocurrencia.
Lo primero que debe precisarse es que no existe discusión con relación al vínculo laboral existente entre las partes, la ocurrencia del accidente de trabajo sufrido por el actor el 7 de junio de 2016, cuando desarrollaba funciones de cargue y descargue de carne de cerdo a favor de Carnes & Carnes S.A., las consecuencias médicas derivadas de éste y la ocurrencia de un nuevo evento, que afectó el proceso de recuperación del primer siniestro. 

Tampoco ofrece debate el hecho de que para el momento en que afirma el señor Correa Londoño no le fue permitido laboral más, no se encontraba incapacitado ni con pérdida de capacidad laboral derivada de los eventos informados a la ARL, reportándose en su historia clínica, el día 20 de enero de 2017 –fl 62- que fue dado de alta por ortopedia, con recomendación de mantenerse activo y hacer terapia en casa.

Como puede observarse, en el expediente no existe evidencia que indique que se encuentre en condiciones de debilidad manifiesta, al paso que no resulta demostrada la existencia de un perjuicio irremediable que permita la intervención del juez laboral, dado que no acreditó su condición de padre cabeza de familia, ni tampoco sumariamente los gastos que afirma tener por asumir el sostenimiento económico de su grupo familiar. En consecuencia, la presente acción resulta improcedente, toda vez que no existe mérito para invadir la competencia del juez natural, máxime cuando no se ha calificado de ineficaz la acción ordinaria prevista por el legislador para resolver asuntos como el planteado.

A más de lo anterior, no sobra señalar, que es el demandante quien manifiesta que no se encuentra con condiciones de prestar el servicio, sin ningún soporte probatorio, pues valga la pena anotar que el certificado médico de aptitud laboral, expedido por un especialista en salud ocupacional, consultado de manera particular –fl 75- refiere “RESTRICCIONES HASTA QUE LE DEN SOLUCIÓN QUIRÚRGICA: NO LEVANTAR PESO CN MIEMBRO SUPERIOR DERECHO, NO ELEVAR MIEMBRO SUPERIOR DERECHO POR ENCIMA DEL HOMBRO, NO MOVIMIENTOS DE ROTACIÓN NI FLEXO EXTENSIÓN SEVBEROS (sic) DE MIEMBRO SUPERIOR DERECHO Y REQUEIRE VALORACIÓN POR ORTOPEDIA”, recomendaciones que siguió la empresa, pues lo ubicó en la parte de atención al cliente (en ventas), en la sección de pollo con restricciones tales como no alzar más del peso adecuado y cumpliendo un horario de 8 horas diarias –fl 64-; no obstante el mismo Correa Londoño, como lo indicó la juez de primer grado, manifestó no estar de acuerdo con lo anterior, pues espera que la ARL Positiva Cía de Seguros S.A. le realice una segunda valoración por ortopedia.
Debe señalarse entonces que el debate planteado en este asunto necesariamente requiere el escenario de la jurisdicción laboral ordinaria, dado que no hay coincidencia entre las versiones rendidas por las partes en torno a la ruptura del vínculo laboral, porque mientras el actor afirma que su empleador se resiste a reintegrarlo, luego de vencida la última incapacidad médica, éste sostiene que ha sido la negativa de aquél a realizar las funciones que venía desempeñando antes del último siniestro -choque con un compañero de trabajo-, lo que ha impedido que el contrato existente entre las partes continué desarrollándose.
En ese sentido, el llamado a dirimir el conflicto es el juez natural, quien dentro de un proceso ordinario previsto por el legislador, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a los intervinientes, determine si tiene el accionante los derechos de índole laboral individual que reclama.
Respecto a la vulneración del derecho de petición que se amparó en primera instancia, relacionado con la falta de respuesta por parte de la ARL Positiva Cía de Seguros, se mantendrá la orden, toda vez que no obra en el plenario respuesta que indique que la solicitud haya sido debidamente atendida por esa entidad.  
En razón de lo expuesto, el ordinal primero de la sentencia de primer grado serán modificado para declarar improcedente el amparo constitucional pretendido respecto a la sociedad Carnes & Carnes Santacruz S.A. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal primero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 24 de marzo de 2017, el cual quedará así:
“PRIMERO: DECLARAR improcedente la solicitud de amparo constitucional pretendida por el señor DAIRO ENRIQUE CORREA LONDOÑO, identificado con cédula de ciudadanía No 93.406.213 de Ibagué-Tolima, contra la sociedad CARNES & CARNES SANTACRUZ S.A.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia impugnada.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Ver T-689-2004, T-485 de 2001, T-1040 de 2012 entre otras.
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